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TEMARIO

BLOQUE	II.‐	DERECHO	ADMINISTRATIVO	Y	COMUNITARIO

Tema	1.‐	El	Tratado	de	la	Unión	Europea:	Disposiciones	sobre	las	instituciones	(Título	III).	Los
efectos	de	las	diferentes	fuentes	del	derecho	comunitario:	Tratados,	Reglamentos,	Directivas	y
Decisiones.

Tema	2.‐	Fuentes	del	derecho	administrativo:	La	Constitución	como	norma	jurídica.	Leyes	orgánicas
y	ordinarias.	El	decreto	legislativo.	El	decreto‐ley.	El	Reglamento:	Concepto,	clases	y	límites.

Tema	 3.‐	 La	 Ley	 39/2015,	 del	 Procedimiento	Administrativo	 Común	 de	 las	 Administraciones
Públicas:	Disposiciones	Generales	 (Título	Preliminar);	de	 los	 interesados	en	el	procedimiento
(Título	I);	de	la	actividad	de	las	Administraciones	Públicas	(Título	II);	de	los	actos	administrativos
(Título	III);	de	las	disposiciones	sobre	el	procedimiento	administrativo	común	(Título	IV);	de	la
revisión	de	los	actos	en	vía	administrativa	(Título	V).
	
Tema	4.‐	La	Ley	40/2015,	de	Régimen	Jurídico	del	Sector	Público:	Disposiciones	generales	(Capítulo
I	del	Título	Preliminar);	de	los	órganos	de	las	Administraciones	Públicas	(Capítulo	II	del	Título
Preliminar);	Funcionamiento	electrónico	del	sector	público	(Capítulo	V	del	Título	Preliminar);
Relaciones	Interadministrativas	(Título	III).

Tema	5.‐	La	Ley	2/1995,	sobre	Régimen	Jurídico	de	la	Administración	del	Principado	de	Asturias.

Tema	6.‐	Legislación	sobre	Contratos	del	Sector	Público:	Objeto	y	ámbito	de	aplicación	de	la	Ley.
Los	contratos	del	sector	público:	delimitación	de	los	tipos	contractuales.	Configuración	general	de
la	contratación	del	sector	público	y	elementos	estructurales	de	los	contratos:	necesidad	e	idoneidad
del	contrato	y	eficiencia	en	la	contratación,	plazo	de	duración	de	los	contratos	y	ejecución	de	la
prestación;	libertad	de	pactos	y	contenido	mínimo	del	contrato;	perfección	y	forma	del	contrato:
Las	partes	en	el	contrato:	órgano	de	contratación,	capacidad	y	solvencia	del	empresario:	normas
generales	de	aptitud	para	contratar	con	el	sector	público.	Objeto,	presupuesto	base	de	licitación,
valor	 estimado,	 precio	 del	 contrato	 y	 su	 revisión.	 Los	 procedimientos	 de	 adjudicación:	 El
procedimiento	abierto,	el	procedimiento	restringido	y	los	procedimientos	con	negociación.

Tema	7.‐	Formas	de	la	actividad	administrativa:	actividad	de	policía,	fomento	y	servicio	público.	La
Ley	 38/2003,	 General	 de	 Subvenciones:	 Disposiciones	 generales	 (Título	 preliminar);
Procedimientos	de	concesión	y	gestión	de	subvenciones	(Título	I).	El	Decreto	71/1992,	por	el	que
se	regula	el	régimen	general	de	concesión	de	subvenciones	en	el	Principado	de	Asturias.

Tema	8.‐	La	potestad	sancionadora	de	la	Administración:	principios	de	la	potestad	sancionadora
en	la	Ley	40/2015.	El	Reglamento	del	procedimiento	sancionador	general	en	la	Administración	del
Principado	de	Asturias.

Tema	9.‐	La	responsabilidad	patrimonial	de	las	Administraciones	Públicas:	encuadre	constitucional
y	regulación	en	la	Ley	40/2015,	de	Régimen	Jurídico	del	Sector	Público.



Tema	10.‐	La	Ley	de	Expropiación	Forzosa:	Principios	Generales	(Título	I)	y	Procedimiento	general
(Título	II).

Tema	11.‐	La	documentación	administrativa:	su	naturaleza	y	función.	El	Decreto	21/1996	por	el
que	se	regula	la	organización	y	funcionamiento	del	sistema	de	los	archivos	administrativos	de	la
Comunidad	del	Principado	de	Asturias.	El	Decreto	113/2013	por	el	que	se	regula	la	organización
y	 funcionamiento	 de	 los	 registros	 de	 la	 Administración	 del	 Principado	 de	 Asturias	 y	 de	 sus
organismos	y	entes	públicos.	El	Decreto	111/2005	del	Registro	Telemático.

Tema	12.‐	El	Servicio	de	Atención	Ciudadana	de	la	Administración	del	Principado	de	Asturias:	El
Decreto	88/1985	por	el	que	se	regula	la	Oficina	de	Información,	Iniciativas	y	Reclamaciones	de	la
Administración	del	Principado.	La	información	general	y	particular	al	ciudadano	(Capítulo	I	del	Real
Decreto	208/1996).	El	Decreto	61/2014	por	el	que	se	regulan	las	cartas	de	servicios	en	el	ámbito
de	la	Administración	del	Principado	de	Asturias.

Tema	13.‐	La	protección	de	datos	de	carácter	personal:	previsión	constitucional.	La	Ley	Orgánica
de	Protección	de	Datos	de	Carácter	Personal:	Disposiciones	generales	(Título	I);	Principios	de	la
protección	de	datos	(Título	II);	Derechos	de	las	personas	(Título	III);	Ficheros	de	titularidad	pública
(Capítulo	I	del	Título	IV).

Tema	14.‐	La	Ley	19/2013,	de	transparencia,	acceso	a	la	información	pública	y	buen	gobierno:
Transparencia	de	la	actividad	pública	(Título	I);	Buen	gobierno	Título	II).

Tema	15.‐	La	Ley	Orgánica	3/2007,	para	la	igualdad	efectiva	de	mujeres	y	hombres:	Objeto	y	ámbito
de	 aplicación	 de	 la	 Ley	 (Título	 Preliminar);	 el	 principio	 de	 igualdad	 y	 la	 tutela	 contra	 la
discriminación	(Título	I).	La	Ley	Orgánica	1/2004,	de	Medidas	de	Protección	Integral	contra	la
Violencia	de	Género:	Principios	rectores.	La	Ley	del	Principado	de	Asturias	2/2011,	para	la	igualdad
de	mujeres	y	hombres	y	la	erradicación	de	la	violencia	de	género:	Disposiciones	generales	(Título
Preliminar);	Políticas	públicas	para	la	promoción	de	la	igualdad	entre	mujeres	y	hombres	(Título
I);	Igualdad	de	oportunidades	en	el	empleo	(Título	II);	el	derecho	al	trabajo	en	igualdad	(Título	III).

Tema	16.‐	El	texto	refundido	de	la	Ley	general	de	derechos	de	las	personas	con	discapacidad	y	de
su	inclusión	social:	objeto,	definiciones	y	principios.	La	Ley	39/2006,	de	promoción	de	la	autonomía
personal	y	atención	a	las	personas	en	situación	de	dependencia:	Disposiciones	Generales	(Título
Preliminar).

‐o‐o‐o0o‐o‐o‐
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TEMA	1.‐	EL	TRATADO	DE	LA	UNIÓN	EUROPEA:	DISPOSICIONES	SOBRE	LAS	INSTI‐
TUCIONES	(TÍTULO	III).	LOS	EFECTOS	DE	LAS	DIFERENTES	FUENTES	DEL	DERE‐
CHO	COMUNITARIO:	TRATADOS,	REGLAMENTOS,	DIRECTIVAS	Y	DECISIONES.

1.‐	LA	UNIÓN	EUROPEA:	INTRODUCCIÓN

La	UE	es	una	asociación	económica	y	política	singular	de	28	países
europeos	(27	a	partir	de	la	culminación	del	Brexit)	que	abarcan	jun‐
tos	gran	parte	del	continente.

La	UE	se	fundó	después	de	la	Segunda	Guerra	Mundial.	Sus	primeros
pasos	consistieron	en	impulsar	la	cooperación	económica	con	la	idea
de	que,	a	medida	que	aumenta	la	interdependencia	económica	de	los
países	que	comercian	entre	sí,	disminuyen	las	posibilidades	de	con‐
flicto	entre	ellos.	El	resultado	fue	la	Comunidad	Económica	Europea
(CEE),	creada	en	1958,	que	en	principio	suponía	intensificar	la	cooperación	económica	entre	seis	países:
Alemania,	Bélgica,	Francia,	Italia,	Luxemburgo	y	los	Países	Bajos.	Posteriormente,	se	creó	un	gran	mercado
único	que	sigue	avanzando	hacia	el	logro	de	todo	su	potencial.

Pero	lo	que	comenzó	como	una	unión	puramente	económica	también	fue	evolucionando	hasta	llegar	a	ser
una	organización	activa	en	todos	los	campos,	desde	la	ayuda	al	desarrollo	hasta	el	medio	ambiente.	En	1993,
el	cambio	de	nombre	de	CEE	a	UE	(Unión	Europea)	no	hacía	sino	reflejar	esta	transformación.

La	UE	ha	hecho	posible	medio	siglo	de	paz,	estabilidad	y	prosperidad,	ha	contribuido	a	elevar	el	nivel	de	vida
y	ha	creado	una	moneda	única	europea.	Gracias	a	la	supresión	de	los	controles	fronterizos	entre	los	países
de	la	UE,	ahora	se	puede	viajar	libremente	por	la	mayor	parte	del	continente.	Y	también	es	mucho	más	fácil
vivir	y	trabajar	en	el	extranjero	dentro	de	Europa.

La	UE	se	basa	en	el	Estado	de	Derecho.	Esto	significa	que	todas	sus	actividades	se	fundamentan	en	tratados
acordados	voluntaria	y	democráticamente	entre	todos	los	Estados	miembros.	Estos	acuerdos	vinculantes
establecen	los	objetivos	de	la	UE	en	sus	numerosos	ámbitos	de	actividad.

Uno	de	sus	principales	objetivos	es	promover	los	derechos	humanos	tanto	en	la	propia	UE	como	en	el	resto
del	mundo.	Dignidad	humana,	libertad,	democracia,	igualdad,	Estado	de	Derecho	y	respeto	de	los	derechos
humanos	son	sus	valores	fundamentales.	Desde	la	firma	del	Tratado	de	Lisboa	en	2009,	la	Carta	de	los
Derechos	Fundamentales	de	la	UE	reúne	todos	estos	derechos	en	un	único	documento.	Las	instituciones	de
la	UE	están	jurídicamente	obligadas	a	defenderlos,	al	igual	que	los	gobiernos	nacionales	cuando	aplican	la
legislación	de	la	UE.

El	mercado	único	es	el	principal	motor	económico	de	la	UE	y	hace	que	la	mayoría	de	las	mercancías,	servicios,
personas	y	capital	puedan	circular	libremente.	Otro	de	sus	objetivos	esenciales	es	desarrollar	este	enorme
recurso	para	que	los	europeos	puedan	aprovecharlo	al	máximo.
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TEMA	2.‐	FUENTES	DEL	DERECHO	ADMINISTRATIVO:	LA	CONSTITUCIÓN	COMO
NORMA	JURÍDICA.	LEYES	ORGÁNICAS	Y	ORDINARIAS.	EL	DECRETO	LEGISLATIVO.

EL	DECRETO‐LEY.	EL	REGLAMENTO:	CONCEPTO,	CLASES	Y	LÍMITES.

1.‐	LAS	FUENTES	DEL	ORDENAMIENTO	JURÍDICO	ESPAÑOL

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

En	la	Teoría	General	del	Derecho	el	concepto	de	“fuente	del	derecho”	es	fundamental,	y	en	este	sentido	la
doctrina	clásica	diferencia	entre:

‐FUENTES	 EN	 SENTIDO	MATERIAL,	 que	 son	 aquellas	 fuerzas	 sociales	 o	 instituciones	 con	 facultad
normativa	creadora:	las	Cortes,	las	Asambleas	Legislativas	de	las	Comunidades	Autónomas,	los	grupos
sociales	como	generadores	de	costumbres,	etc.

‐FUENTES	EN	SENTIDO	FORMAL,	que	son	las	formas	en	que	se	manifiesta	el	Derecho:	la	constitución,
la	ley,	el	reglamento,	la	costumbre,	etc.

Conforme	a	lo	dispuesto	en	el	art.	1	del	Código	Civil,	las	fuentes	del	ordenamiento	jurídico	español	son	la	Ley,
la	costumbre	y	los	principios	generales	del	derecho.

Dispone	asimismo	el	Código	Civil	sobre	las	fuentes	del	ordenamiento	jurídico	lo	siguiente:

•	Carecerán	de	validez	las	disposiciones	que	contradigan	otra	de	rango	superior.

•	La	costumbre	sólo	regirá	en	defecto	de	Ley	aplicable,	siempre	que	no	sea	contraria	a	la	moral	o	al	orden
público	y	que	resulte	probada.

•	Los	usos	jurídicos	que	no	sean	meramente	interpretativos	de	una	declaración	de	voluntad	tendrán	la
consideración	de	costumbre.

•	Los	principios	generales	del	derecho	se	aplicarán	en	defecto	de	Ley	o	costumbre,	sin	perjuicio	de	su
carácter	informador	del	ordenamiento	jurídico.

•	Las	normas	jurídicas	contenidas	en	los	tratados	internacionales	no	serán	de	aplicación	directa	en
España	en	tanto	no	hayan	pasado	a	formar	parte	del	ordenamiento	interno	mediante	su	publicación
íntegra	en	el	Boletín	Oficial	del	Estado.

•	La	jurisprudencia	complementará	el	ordenamiento	jurídico	con	la	doctrina	que,	de	modo	reiterado,
establezca	el	Tribunal	Supremo	al	interpretar	y	aplicar	la	Ley,	la	costumbre	y	los	principios	generales
del	derecho.
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TEMA	3.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE
LAS	AA.PP.:	DISPOSICIONES	GENERALES	(TÍTULO	PRELIMINAR);	DE	LOS	INTERE‐
SADOS	EN	EL	PROCEDIMIENTO	(TÍTULO	I);	DE	LA	ACTIVIDAD	DE	LAS	AA.PP.	(TÍTU‐
LO	II);	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS	(TÍTULO	III);	DE	LAS	DISPOSICIONES
SOBRE	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	(TÍTULO	IV);	DE	LA	REVI‐

SIÓN	DE	LOS	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA	(TÍTULO	V).

1.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.

El	art.	103	de	 la	Constitución	dispone	que	 “la	Administración	Pública	 sirve	con	objetividad	 los	 intereses
generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y
coordinación,	con	sometimiento	pleno	a	la	Ley	y	al	Derecho”.

Tras	más	de	veinte	años	de	vigencia	de	la	Ley	30/1992,	de	Régimen	Jurídico	de	las	Administraciones	Públicas
y	del	Procedimiento	Administrativo	Común,	recientemente	el	poder	legislativo	ha	llevado	a	cabo	una	reforma
del	ordenamiento	jurídico	público	articulada	en	dos	ejes	fundamentales:	las	relaciones	«ad	extra»	(hacia
afuera)	y	«ad	intra»	(hacia	dentro)	de	las	Administraciones	Públicas.	Para	ello	se	han	impulsado	simultánea‐
mente	dos	nuevas	leyes	que	constituirán	los	pilares	sobre	los	que	se	asentará	en	adelante	el	Derecho	admi‐
nistrativo	español:	la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas	(Ley
39/2015),	y	la	Ley	de	Régimen	Jurídico	del	Sector	Público	(Ley	40/2015).

La	Ley	39/2015,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas	constituye	el
primero	de	estos	dos	ejes,	al	establecer	una	regulación	completa	y	sistemática	de	las	relaciones	«ad	extra»
entre	las	Administraciones	y	los	administrados,	tanto	en	lo	referente	al	ejercicio	de	la	potestad	de	autotutela
y	en	cuya	virtud	se	dictan	actos	administrativos	que	inciden	directamente	en	la	esfera	jurídica	de	los	intere‐
sados,	como	en	lo	relativo	al	ejercicio	de	 la	potestad	reglamentaria	y	 la	 iniciativa	 legislativa.	Queda	así
reunido	en	cuerpo	legislativo	único	la	regulación	de	las	relaciones	«ad	extra»	de	las	Administraciones	con
los	ciudadanos	como	ley	administrativa	de	referencia	que	se	ha	de	complementar	con	todo	lo	previsto	en	la
normativa	presupuestaria	respecto	de	las	actuaciones	de	las	Administraciones	Públicas,	destacando	especial‐
mente	lo	previsto	en	la	Ley	Orgánica	2/2012,	de	Estabilidad	Presupuestaria	y	Sostenibilidad	Financiera;	la
Ley	47/2003,	General	Presupuestaria,	y	la	Ley	de	Presupuestos	Generales	del	Estado.

El	objeto	de	la	Ley	39/2015	es	“regular	los	requisitos	de	validez	y	eficacia	de	los	actos	administrativos,	el
procedimiento	administrativo	común	a	todas	las	Administraciones	Públicas,	incluyendo	el	sancionador	y	el	de
reclamación	de	responsabilidad	de	las	Administraciones	Públicas,	así	como	los	principios	a	los	que	se	ha	de
ajustar	el	ejercicio	de	la	iniciativa	legislativa	y	la	potestad	reglamentaria”	(art.	1.1).

La	Ley	se	estructura	en	133	artículos,	distribuidos	en	siete	títulos,	cinco	disposiciones	adicionales,	cinco
disposiciones	transitorias,	una	disposición	derogatoria	y	siete	disposiciones	finales.

TÍTULO	PRELIMINAR.‐	El	título	preliminar,	de	disposiciones	generales,	aborda	el	ámbito	objetivo	y	subjetivo
de	la	Ley.	Entre	sus	principales	novedades,	cabe	señalar,	la	inclusión	en	el	objeto	de	la	Ley,	con	carácter
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TEMA	4.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO:
DISPOSICIONES	GENERALES	(CAPÍTULO	I	DEL	TÍTULO	PRELIMINAR);	DE
LOS	ÓRGANOS	DE	LAS	AA.PP.	(CAPÍTULO	II	DEL	TÍTULO	PRELIMINAR).

FUNCIONAMIENTO	ELECTRÓNICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO	(CAPÍTULO	V	DEL
TÍTULO	PRELIMINAR);	RELACIONES	INTERADMINISTRATIVAS	(TÍTULO	III).

1.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO

Mediante	Ley	40/2015	se	ha	regulado	el	Régimen	Jurídico	del	Sector	Público,	cuya	entrada	en	vigor	se
produjo	‐como	la	Ley	39/2015‐	el	2	de	octubre	de	2016.	Tiene	158	artículos,	con	la	siguiente	estructura:

Preámbulo

•	TÍTULO	PRELIMINAR.	Disposiciones	generales,	principios	de	actuación	y	funcionamiento	del	sector
público

CAPÍTULO	I.	Disposiciones	generales
CAPÍTULO	II.	De	los	órganos	de	las	Administraciones	Públicas

Sección	1.ª	De	los	órganos	administrativos
Sección	2.ª	Competencia
Sección	3.ª	Órganos	colegiados	de	las	distintas	administraciones	públicas

Subsección	1.ª	Funcionamiento
Subsección	2.ª	De	los	órganos	colegiados	en	la	Administración	General	del	Estado

Sección	4.ª	Abstención	y	recusación

CAPÍTULO	III.	Principios	de	la	potestad	sancionadora
CAPÍTULO	IV.	De	la	responsabilidad	patrimonial	de	las	Administraciones	Públicas

Sección	1.ª	Responsabilidad	patrimonial	de	las	Administraciones	Públicas
Sección	2.ª	Responsabilidad	de	las	autoridades	y	personal	al	servicio	de	las	Administraciones
Públicas

CAPÍTULO	V.	Funcionamiento	electrónico	del	sector	público
CAPÍTULO	VI.	De	los	convenios

•	TÍTULO	I.	Administración	General	del	Estado

CAPÍTULO	I.	Organización	administrativa
CAPÍTULO	II.	Los	Ministerios	y	su	estructura	interna
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TEMA	5.‐	LA	LEY	2/1995,	SOBRE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DE
LA	ADMINISTRACIÓN	DEL	PRINCIPADO	DE	ASTURIAS.

INTRODUCCIÓN

La	Ley	2/1995,	de	13	de	marzo,	sobre	régimen	jurídico	de	la	Administración	del	Principado	de	Asturias,
consta	de	41	artículos,	y	presenta	la	siguiente	estructura:

Preámbulo

CAPÍTULO	I.	De	los	principios	y	normas	generales	de	la	actuación	de	la	Admón.	del	Principado	de	Asturias

Sección	1.ª	Principios	y	normas	generales
Sección	2.ª	Silencio	administrativo

CAPÍTULO	II.	De	las	relaciones	de	la	Administración	del	Principado	de	Asturias	con	otras	AA.PP.

CAPÍTULO	III.	De	los	órganos	de	la	Administración	del	Principado	de	Asturias

Sección	1.ª	Creación	de	órganos	administrativos
Sección	2.ª	Competencias	de	los	órganos	de	la	Administración	del	Principado	de	Asturias	y	su	ejercicio

CAPÍTULO	IV.	De	los	actos	administrativos	y	su	revisión

Sección	1.ª	Actos	administrativos
Sección	2.ª	Revisión	de	actos	en	vía	administrativa

CAPÍTULO	V.	Del	procedimiento	de	elaboración	de	disposiciones	de	carácter	general

CAPÍTULO	VI.	De	la	potestad	sancionadora

CAPÍTULO	VII.	De	la	contratación	administrativa	en	la	Administración	del	Principado	de	Asturias

DISPOSICIONES	ADICIONALES	(5)

DISPOSICIÓN	TRANSITORIA	(1)

DISPOSICIÓN	DEROGATORIA	(1)

DISPOSICIÓN	FINAL	(1)

La	Ley	trata	una	variedad	de	materias	ordenadas	en	capítulos	en	razón	de	la	homogeneidad	de	su	contenido:
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TEMA	6.‐	LEGISLACIÓN	SOBRE	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO:	OBJETO	Y
ÁMBITO	DE	APLICACIÓN	DE	LA	LEY.	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO:

DELIMITACIÓN	DE	LOS	TIPOS	CONTRACTUALES.	CONFIGURACIÓN	GENERAL	DE	LA
CONTRATACIÓN	DEL	SECTOR	PÚBLICO	Y	ELEMENTOS	ESTRUCTURALES	DE	LOS
CONTRATOS:	NECESIDAD	E	IDONEIDAD	DEL	CONTRATO	Y	EFICIENCIA	EN	LA

CONTRATACIÓN,	PLAZO	DE	DURACIÓN	DE	LOS	CONTRATOS	Y	EJECUCIÓN	DE	LA
PRESTACIÓN;	LIBERTAD	DE	PACTOS	Y	CONTENIDO	MÍNIMO	DEL	CONTRATO;

PERFECCIÓN	Y	FORMA	DEL	CONTRATO:	LAS	PARTES	EN	EL	CONTRATO:	ÓRGANO
DE	CONTRATACIÓN,	CAPACIDAD	Y	SOLVENCIA	DEL	EMPRESARIO:	NORMAS	GENE‐
RALES	DE	APTITUD	PARA	CONTRATAR	CON	EL	SECTOR	PÚBLICO.	OBJETO,	PRESU‐
PUESTO	BASE	DE	LICITAC.,	VALOR	ESTIMADO,	PRECIO	DEL	CONTRATO	Y	SU	RE‐
VISIÓN.	LOS	PROCEDIMIENTOS	DE	ADJUDICACIÓN:	EL	PROCEDIMIENTO	ABIERTO,
EL	PROCEDIMIENTO	RESTRINGIDO	Y	LOS	PROCEDIMIENTOS	CON	NEGOCIACIÓN.

1.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO:	CONCEPTO	Y	CLASES

1.1.‐	CONCEPTO	CIVIL	DE	CONTRATO

El	origen	y	esencia	de	los	contratos	administrativos	está	en	el	contrato	civil	o	privado.	Según	el	art.	1089	del
Código	Civil,	"las	obligaciones	nacen	de	la	Ley,	de	los	contratos	y	de	los	actos	y	omisiones	ilícitos	en	que	interven‐
ga	cualquier	género	de	culpa	o	negligencia".

Así	pues,	jurídicamente,	las	obligaciones	nacen,	bien	por	imposición	de	una	Ley,	o	bien	por	la	propia	voluntad
de	una	persona	de	contraer	obligaciones	respecto	de	otra,	mediante	un	contrato.

El	contrato	se	configura	así	como	una	de	las	fuentes	de	obligaciones	jurídicas	y,	en	este	sentido,	el	propio
Código	Civil,	en	su	art.	1254,	 lo	define	diciendo	que	"el	contrato	existe	desde	que	una	o	varias	personas
consienten	en	obligarse,	respecto	de	otra	u	otras,	a	dar	alguna	cosa	o	prestar	algún	servicio".

Ahora	bien,	quizás	con	esta	definición	no	quede	aún	perfectamente	delimitado	el	concepto	de	contrato,	en
un	sentido	jurídico	estricto,	que	permita	diferenciar,	nítidamente	y	con	carácter	general,	un	contrato	de	lo
que	sería	un	simple	acuerdo	de	voluntades	carente	de	tal	naturaleza.

Teniendo	en	cuenta	el	conjunto	del	articulado	del	Código	Civil	al	respecto,	los	matices	que	realmente	definen
a	un	acuerdo	de	voluntades	como	un	contrato	radican	fundamentalmente	en	lo	siguiente:

‐Se	ha	de	producir	un	 intercambio	de	obligaciones	 recíprocas	 entre	 las	partes	 intervinientes	 en	 el
contrato.

‐La	autonomía	de	la	voluntad	de	las	partes	está	condicionada	por	normas	de	carácter	público,	tendentes
a	proteger	tanto	los	derechos	de	los	contratantes	como	los	intereses	generales	de	la	sociedad.
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TEMA	7.‐	FORMAS	DE	LA	ACTIVIDAD	ADMINISTRATIVA:	ACTIVIDAD	DE	POLICÍA,
FOMENTO	Y	SERVICIO	PÚBLICO.	LA	LEY	38/2003,	GENERAL	DE	SUBVENCIONES:
DISPOSICIONES	GENERALES	(TÍTULO	PRELIMINAR);	PROCEDIMIENTOS	DE
CONCESIÓN	Y	GESTIÓN	DE	SUBVENCIONES	(TÍTULO	I).	EL	DECRETO	71/1992,

POR	EL	QUE	SE	REGULA	EL	RÉGIMEN	GENERAL	DE	CONCESIÓN	DE
SUBVENCIONES	EN	EL	PRINCIPADO	DE	ASTURIAS.

1.‐	PROCEDIMIENTOS	Y	FORMAS	DE	LA	ACTIVIDAD	ADMINISTRATIVA

En	términos	generales,	cuando	se	habla	de	clases	o	formas	de	actividad	administrativa	se	está	haciendo
referencia	a	los	comportamientos	de	las	Administraciones	Públicas	en	el	cumplimiento	de	los	fines	que
tienen	asignados:	actividades	o	comportamientos	cada	uno	de	ellos	con	un	régimen	jurídico	diferenciado.

	En	relación	con	la	tipología	clásica	–policía,	fomento	y	servicio	público‐	esta	clasificación	responde	a	los
distintos	efectos	que	cada	una	de	estas	actividades	administrativas	puede	producir	en	el	ámbito	de	libertades
y	derechos	de	los	ciudadanos.	Así,	por	una	parte,	se	habla	de	actividad	administrativa	de	policía	para	referir‐
nos	a	aquella	actividad	de	las	Administraciones	Públicas	que	restringe,	de	una	forma	u	otra,	la	libertad,	los
derechos	o	la	actividad	misma	de	los	particulares;	se	habla,	por	otra	parte,	de	la	actividad	administrativa	de
fomento	para	referirnos	a	aquella	actividad	de	las	instancias	administrativas	que	incentivan	y	estimulan,
mediante	premios,	becas,	ayudas	económicas,	subvenciones	u	otras	medidas,	el	ejercicio	de	la	actividad
privada	con	la	finalidad	de	orientarla	a	la	consecución	de	determinados	fines	públicos	o	de	interés	general;
y,	por	último,	se	habla	también	de	la	actividad	administrativa	de	servicio	público	o	de	actividad	de	prestación
para	hacer	referencia	a	aquella	actividad	de	las	Administraciones	Públicas	mediante	la	que	se	prestan	a	los
ciudadanos	concretos	servicios	esenciales	para	la	comunidad	(como,	por	ejemplo,	prestaciones	sanitarias,
docentes,	culturales,	de	transportes	y	comunicaciones,	suministros	energéticos,	etc.).	

Ahora	bien,	las	formas	de	actividad	administrativa	han	sufrido	a	lo	largo	del	tiempo	una	evolución	considera‐
ble,	lo	que	implica	que	la	tipología	clásica	de	actividad	administrativa	de	policía,	de	fomento	y	de	servicio
público	no	tenga	en	la	actualidad	el	mismo	significado	que	tenía	en	su	origen.	Hoy	día	existen	otras	formas
diferentes	de	actividad	administrativa,	como	por	ejemplo	la	denominada	“actividad	administrativa	arbitral”,
difícilmente	encuadrables	en	dicha	trilogía.	

Clasificación	material	o	finalista.‐	Mediante	esta	clasificación,	se	buscaría	realizar	la	sistematización	de	las
normas	administrativas	atendiendo	al	sector	o	materia	y	a	los	fines	a	que	se	dirigen:	mantenimiento	del
orden	público	o	promoción	del	bienestar	de	la	población.	Se	trataría	de	una	cuestión	más	política	que
jurídica	puesto	que	hace	mayor	hincapié	en	los	fines	que	los	poderes	públicos	atienden:	sanidad,	educa‐
ción,	industria,	seguridad	ciudadana,	etc.	Lo	cual	marca	la	carga	ideológica	de	cada	organización	política
al	identificarse	las	tendencias	hacia	mayor	intervención	o	a	la	inhibición	pública	respetando	la	iniciativa
privada.	A	pesar	de	la	objeción	mencionada,	esta	clasificación	es	útil	para	agrupar	de	manera	ordenada
las	normas	o	fines	por	los	objetos	materiales	o	los	fines	que	se	persigue	mediante	la	acción	administrati‐
va.
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TEMA	8.‐	LA	POTESTAD	SANCIONADORA	DE	LA	ADMINISTRACIÓN:
PRINCIPIOS	DE	LA	POTESTAD	SANCIONADORA	EN	LA	LEY	40/2015.
EL	REGLAMENTO	DEL	PROCEDIMIENTO	SANCIONADOR	GENERAL

EN	LA	ADMINISTRACIÓN	DEL	PRINCIPADO	DE	ASTURIAS.

1.‐	FUNDAMENTO	CONSTITUCIONAL	DE	LA	POTESTAD	SANCIONADORA	DE	LA	ADMINISTRACIÓN

Por	sanción	se	entiende	en	un	sentido	amplio	un	mal	impuesto	por	el	poder	del	Estado	a	un	ciudadano	como
consecuencia	de	una	conducta	ilegal.	En	nuestro	ordenamiento,	tal	como	reconoce	la	Constitución,	este	mal
puede	ser	impuesto	tanto	por	el	poder	judicial	como	por	el	ejecutivo,	a	diferencia	del	sistema	judicialista
anglosajón	que	‐basado	en	una	estricta	aplicación	del	principio	de	división	de	poderes‐	reserva	a	los	jueces
la	imposición	de	toda	clase	de	pena	y	castigos.

La	Constitución	reconoce	la	potestad	sancionadora	de	la	Administración	en	el	art.	25,	que	al	establecer	el
principio	de	legalidad	en	materia	punitiva	se	refiere	a	la	penal	y	a	la	administrativa	cuando	afirma	que	“Nadie
puede	ser	condenado	o	sancionado	por	acciones	u	omisiones	que	en	el	momento	de	producirse	no	constituyan
delito,	falta	o	infracción	administrativa	según	la	legislación	vigente	en	aquel	momento”,	añadiendo	que	“La
Administración	civil	no	podrá	 imponer	 sanciones	que,	directa	o	 subsidiariamente,	 impliquen	privación	de
libertad”,	lo	que	a	sensu	contrario	significa	que	sí	puede	imponer	otro	tipo	de	sanciones	(como	una	multa).

Consecuentemente	con	estos	preceptos,	 la	 jurisprudencia	del	Tribunal	Constitucional	ha	confirmado	 la
legitimidad	de	la	potestad	sancionadora	de	la	Administración,	entendiendo	que	no	cabe	duda	de	que,	en	un
sistema	en	que	rigiera	de	manera	estricta	y	sin	fisuras	la	división	de	los	poderes	del	Estado,	la	potestad
sancionadora	debería	constituir	un	monopolio	judicial	y	no	podría	estar	en	manos	de	la	Administración.	Pero
un	sistema	semejante	no	ha	funcionado	nunca	históricamente	y	es	lícito	dudar	que	fuera	incluso	viable,	por
razones	entre	las	que	estarían	la	conveniencia	de	no	recargar	en	exceso	las	actividades	de	la	Administración
de	Justicia,	como	consecuencia	de	ilícitos	de	gravedad	menor,	la	conveniencia	de	dotar	de	una	mayor	eficacia
al	aparato	represivo	en	este	tipo	de	ilícitos	y	la	conveniencia	de	una	mayor	inmediación	de	la	autoridad
sancionadora	respecto	de	los	hechos	sancionados.

Con	el	reconocimiento	constitucional	de	la	potestad	sancionadora	de	la	Administración,	la	Constitución	se
inscribe	en	el	sistema	que	rige	hoy	en	la	Europa	continental	(con	la	particularidad	de	Francia,	que	cuenta	con
tribunales	específicos	para	 las	sanciones	administrativas),	y	que	obedece	 fundamentalmente	a	razones
organizativas	y	funcionales	que	difícilmente	pueden	solucionarse	con	otras	alternativas.

Por	otra	parte,	la	coexistencia	del	poder	punitivo	judicial	con	la	potestad	sancionadora	de	la	Administración
como	manifestación	de	su	ius	puniendi	no	significa	en	modo	alguno	equivalencia	entre	ellas,	pues	la	Constitu‐
ción	veta		a	la	Administración	la	posibilidad	de	imponer	penas	privativas	de	libertad,,	que	solamente	pueden
hacerlo	los	jueces	y	tribunales.	Además,	mientras	que	la	Constitución	atribuye	a	las	penas	la	finalidad	de
reeducación	y	reinserción	social,	las	sanciones	administrativas	buscan	una	finalidad	represiva	más	pragmáti‐
ca	de	restablecer	el	orden	jurídico	infringido.
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TEMA	9.‐	LA	RESPONSABILIDAD	PATRIMONIAL	DE	LAS	ADMINISTRACIONES
PÚBLICAS:	ENCUADRE	CONSTITUCIONAL	Y	REGULACIÓN	EN	LA
LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO.

1.‐	ORIGEN	Y	EVOLUCIÓN	HISTÓRICA	DE	LA	RESPONSABILIDAD	PATRIMONIAL

La	responsabilidad	patrimonial	de	la	Administración	aparece	de	forma	muy	reciente	en	el	Ordenamiento
jurídico	español.	Por	primera	vez	se	hace	una	referencia	a	la	responsabilidad	patrimonial	de	la	Administra‐
ción	en	el	Código	Civil	de	1889	en	sus	artículos	1902	y	1903.	Sin	embargo	 la	redacción	de	este	último
artículo,	actualmente	modificada,	reducía	los	casos	sujetos	a	protección	a	aquellos	que	derivaban	de	daños
producidos	por	mandatarios	singulares,	es	decir,	de	aquellos	que	no	pertenecían	a	la	Administración	Pública.

Tras	lo	mencionado	anteriormente	sí	se	realiza	una	regulación	expresa	de	la	responsabilidad	patrimonial
de	la	Administración	en	la	fugaz	Constitución	republicana	de	1931,	en	la	que	se	consagra	dicha	responsabili‐
dad	pero	que	obtuvo	desarrollo	legal	únicamente	en	el	ámbito	local.

Por	tanto	podemos	ver	cómo	la	legislación	española	al	respecto	apenas	si	había	evolucionado,	pues	tenemos
que	esperarnos	hasta	mediados	del	siglo	XX	para	poder	observar	de	una	forma	más	o	menos	clara,	una
regulación	que	verdaderamente	comience	a	ser	eficaz	para	servir	de	garantía	del	ciudadano	frente	a	los
daños	recibidos	por	la	Administración.

Esta	regulación	que	se	desarrolla	a	mediados	del	siglo	ya	pasado,	se	encuentra,	en	primer	lugar,	en	una	ley
especial,	 la	Ley	de	Régimen	Local	de	16	de	diciembre	de	1950,	que	en	su	artículo	405	ya	 instaura	una
responsabilidad	directa	o	subsidiaria	de	los	entes	locales.

Sin	embargo,	se	produce	un	cambio	radical	con	la	promulgación	en	el	año	1954	de	la	Ley	de	Expropiación
forzosa.	Esta	Ley	incorpora	al	sistema	de	garantías	patrimoniales	la	indemnización	de	los	daños	derivados
de	las	actuaciones	extracontractuales	de	los	poderes	públicos,	o	como	dice	el	artículo	121	de	esta	misma	ley,
los	daños	causados	por	el	funcionamiento	normal	o	anormal	de	los	servicios	públicos.

Esta	Ley	de	expropiación	forzosa	junto	a	dos	normativas	más,	su	Reglamento	de	desarrollo	y	la	Ley	de
Régimen	Jurídico	de	la	Administración	del	Estado	de	26	de	julio	de	1957,	cambiaron	dentro	de	nuestro
Ordenamiento	jurídico	administrativo,	todo	lo	referido	a	la	responsabilidad	patrimonial	de	una	forma	clara
y	radical;	lo	que	en	un	principio	obtuvo	como	respuesta	una	resistencia	en	la	doctrina	y	en	los	propios
tribunales	contencioso‐administrativos,	ya	que	éstos	veían	insólito	que	la	Administración	estuviera	obligada
a	indemnizar	todo	tipo	de	daños	patrimoniales.

Sin	embargo	con	la	Constitución	se	consagra	el	sistema	vigente	de	la	responsabilidad	patrimonial,	al	estable‐
cer	el	art.	106.2	que	los	particulares,	en	los	términos	establecidos	por	la	ley,	tendrán	derecho	a	ser	indemni‐
zados	por	toda	lesión	que	sufran	en	cualquiera	de	sus	bienes	y	derechos,	salvo	en	los	casos	de	fuerza	mayor,
siempre	que	la	lesión	sea	consecuencia	del	funcionamiento	de	los	servicios	públicos.	El	artículo	citado	fue
desarrollado	por	la	Ley	30/1992,	de	Régimen	Jurídico	de	las	Administraciones	Públicas	y	del	Procedimiento
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TEMA	10.‐	LA	LEY	DE	EXPROPIACIÓN	FORZOSA:
PRINCIPIOS	GENERALES	(TÍTULO	I)	Y	PROCEDIMIENTO	GENERAL	(TÍTULO	II).

INTRODUCCIÓN

La	expropiación	forzosa	es	una	transferencia	coactiva	de	la	propiedad	de	un	particular	a	la	Administración
pública,	diferente	de	la	compraventa	en	el	Código	Civil,	lo	que	la	convierte	en	una	institución	peculiar	del
Derecho	Público,		por	razón	del	interés	público	y	previo	pago	de	una	indemnización.

El	expropiado	tienen	derecho	a	una	indemnización	equivalente	al	valor	de	la	cosa	expropiada,	lo	que	la
diferencia	de	otras	figuras,	como	la	confiscación;	por	eso,	el	texto	constitucional	habla	de	la	correspondiente
indemnización,	aunque	no	dice	que	tenga	que	ser	previa	a	la	privación	de	la	propiedad.

La	expropiación	forzosa	es	uno	de	los	mecanismos	con	que	cuenta	la	Administración	para	conseguir	los
bienes	que	necesita	para	el	cumplimiento	de	sus	fines.	Se	trata	de	la	forma	más	intensa	y	extrema	de	la
actividad	administrativa	de	limitación,	pues	priva	a	otro	sujeto	de	la	posesión	de	un	derecho	o	de	un	interés
patrimonial	a	favor	de	un	interés	público.

Hay	que	diferenciarla	de	otras	figuras	en	las	que	también	tienen	lugar	otro	tipo	de	limitaciones.	En	primer
lugar,	la	expropiación	se	refiere	a	sacrificios	o	privaciones	singulares,	no	a	los	que	puede	imponer	la	ley	con
carácter	general.	En	segundo	lugar,	enlazando	con	el	supuesto	anterior,	quedan	al	margen	las	ventas	forzo‐
sas,	actualmente	previstas	en	escasas	ocasiones.

Aunque	la	expropiación	forzosa	se	ha	considerado	una	limitación	de	la	propiedad	y,	más	concretamente,	de
la	facultad	de	disponer,	modernamente,	la	doctrina	señala	que	la	potestad	de	expropiar,	entendida	como	el
poder	que	permite	dirigir	la	expropiación	contra	otros	sujetos,	es	una	potestad	administrativa	que	encuentra
una	justificación	doble:

‐	Por	un	lado,	la	indudable	necesidad	que	la	Administración	tiene	para	cumplir	su	misión	de	satisfacer
las	necesidades	públicas	de	disponer	de	ciertos	y	determinados	bienes	que	se	encuentran	en	manos	de
los	particulares;

‐	Por	otro	lado,	la	actual	concepción	del	derecho	de	propiedad,	cuyo	contenido	queda	delimitado	por	la
función	social	del	mismo.

Esta	potestad	administrativa	presenta,	desde	sus	orígenes,	una	doble	faz:	supone	un	poder	de	la	Administra‐
ción	de	abatir	y	hacer	cesar	la	propiedad	y	las	situaciones	patrimoniales	de	los	administrados;	y	su	regula‐
ción	se	articula	en	buena	medida	como	un	sistema	de	garantías	ofrecido	a	estos	administrados	que	contrape‐
san	esa	potestad.

La	doble	faz	se	aprecia	en	el	apartado	3	del	artículo	33	de	la	Constitución,	a	cuyo	tenor	"nadie	podrá	ser
privado	de	sus	bienes	y	derechos	sino	por	causa	justificada	de	utilidad	pública	o	interés	social,	mediante	la
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TEMA	11.‐	LA	DOCUMENTACIÓN	ADMINISTRATIVA:	SU	NATURALEZA	Y	FUNCIÓN.
EL	DECRETO	21/1996	POR	EL	QUE	SE	REGULA	LA	ORGANIZACIÓN	Y	FUNCIONA‐
MIENTO	DEL	SISTEMA	DE	LOS	ARCHIVOS	ADMINISTRATIVOS	DE	LA	COMUNIDAD
DEL	PRINCIPADO	DE	ASTURIAS.	EL	DECRETO	113/2013	POR	EL	QUE	SE	REGULA
LA	ORGANIZACIÓN	Y	FUNCIONAMIENTO	DE	LOS	REGISTROS	DE	LA	ADMINISTRA‐
CIÓN	DEL	PRINCIPADO	DE	ASTURIAS	Y	DE	SUS	ORGANISMOS	Y	ENTES	PÚBLICOS.

EL	DECRETO	111/2005	DEL	REGISTRO	TELEMÁTICO.

1.‐	LA	DOCUMENTACIÓN	ADMINISTRATIVA:	SU	NATURALEZA	Y	FUNCIÓN

1.1.‐	DOCUMENTOS	ADMINISTRATIVOS

Según	la	RAE,	un	documento	se	define	como	“diploma,	carta,	relación	u	otro	escrito	que	ilustra	acerca	de	algún
hecho,	principalmente	de	los	históricos”,	y	también	como	“escrito	en	que	constan	datos	fidedignos	o	susceptibles
de	ser	empleados	como	tales	para	probar	algo”.

Como	definición	legal,	 la	Ley	16/1985,	del	Patrimonio	Histórico	Español,	entiende	por	documento	toda
expresión	en	lenguaje	natural	o	convencional	y	cualquier	otra	expresión	gráfica,	sonora	o	en	imagen,	recogi‐
das	en	cualquier	tipo	de	soporte	material,	incluso	los	soportes	informáticos,	excluyendo	los	ejemplares	no
originales	de	ediciones.

La	actividad	administrativa	se	distingue	por	su	carácter	documental,	es	decir,	por	reflejarse	en	documentos
que	constituyen	el	testimonio	de	la	mencionada	actividad.	Los	documentos	administrativos	son	el	soporte
en	el	que	se	materializan	los	distintos	actos	de	la	Administración	Pública,	la	forma	externa	de	dichos	actos.

Funciones	de	los	documentos	administrativos

Son	dos	las	funciones	primordiales	que	cumplen	los	documentos	administrativos:

‐Función	de	 constancia.	El	documento	asegura	 la	pervivencia	de	 las	actuaciones	administrativas	al
constituirse	en	su	soporte	material.	Se	garantiza	así	la	conservación	de	los	actos	y	la	posibilidad	de
demostrar	su	existencia,	sus	efectos	y	sus	posibles	errores	o	vicios,	así	como	el	derecho	de	los	ciudadanos
a	acceder	a	los	mismos.

‐Función	de	comunicación.	Los	documentos	administrativos	sirven	como	medio	de	comunicación	de	los
actos	de	la	Administración.	Dicha	comunicación	es	tanto	interna	‐	entre	las	unidades	que	componen	la
organización	administrativa	 ‐	 como	externa	 ‐	de	 la	Administración	 con	 los	 ciudadanos	y	 con	otras
organizaciones.

Características

Se	pueden	apreciar	una	serie	de	características	que	determinan	el	que	un	documento	pueda	ser	calificado
como	documento	administrativo:
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TEMA	12.‐	EL	SERVICIO	DE	ATENCIÓN	CIUDADANA	DE	LA	ADMINISTRACIÓN
DEL	PRINCIPADO	DE	ASTURIAS:	EL	DECRETO	88/1985	POR	EL	QUE	SE	REGULA
LA	OFICINA	DE	INFORMACIÓN,	INICIATIVAS	Y	RECLAMACIONES	DE	LA	ADMINIS‐
TRACIÓN	DEL	PRINCIPADO.	LA	INFORMACIÓN	GENERAL	Y	PARTICULAR	AL
CIUDADANO	(CAPÍTULO	I	DEL	REAL	DECRETO	208/1996).	EL	DECRETO
61/2014	POR	EL	QUE	SE	REGULAN	LAS	CARTAS	DE	SERVICIOS	EN	EL
ÁMBITO	DE	LA	ADMINISTRACIÓN	DEL	PRINCIPADO	DE	ASTURIAS.

1.‐	EL	SERVICIO	DE	ATENCIÓN	CIUDADANA	DE	LA	ADMÓN.	DEL	PRINCIPADO	DE	ASTURIAS:	EL	DECRE‐
TO	88/1985	

NOTA	DE	LA	REDACCIÓN:	El	enunciado	de	este	tema	hace	mención	expresa	del	Decreto	88/1985,	de	5
de	septiembre,	por	el	que	se	regula	la	Oficina	de	Información,	Iniciativas	y	Reclamaciones	de	la	Admi‐
nistración	del	Principado	de	Asturias.	No	obstante,	el	Decreto	89/2017,	de	20	de	diciembre,	por	el	que
se	regula	la	atención	ciudadana	y	las	oficinas	de	asistencia	en	materia	de	registros	en	la	Administración
del	Principado	de	Asturias,	sus	organismos	y	entes	públicos,	dispuso	en	su	Disposición	Derogatoria	Única
que	queda	derogado,	a	la	entrada	en	vigor	del	presente	decreto,	el	Decreto	88/1985.	Por	dicho	motivo,
incluimos	a	continuación	el	texto	completo	tanto	del	Decreto	88/1985	como	del	Decreto	89/2017.

1.1.‐	DISPOSICIONES	GENERALES

Naturaleza	y	estructura.‐	La	Oficina	de	Información,	Iniciativas	y	Reclamaciones	de	la	Administración	del
Principado	de	Asturias,	dependiente	de	la	Consejería	de	la	Presidencia	a	través	de	la	Secretaría	Técnica,
es	la	unidad	administrativa	que,	con	nivel	orgánico	de	sección,	ejercerá	con	carácter	general	respecto
de	la	Administración	del	Principado	de	Asturias	las	funciones	de	información	al	público	acerca	de	los
fines,	competencias	y	funcionamiento	de	los	distintos	órganos	de	la	Administración	del	Principado,
utilizando	los	medios	más	adecuados	para	cada	caso.	Igualmente	le	corresponderá	recibir,	estudiar	y
fomentar	las	iniciativas	del	personal	y	de	los	administrados	conducentes	a	la	mejora	del	funcionamiento
de	los	servicios,	así	como	atender	y	tramitar	las	quejas	a	que	puedan	dar	lugar	las	tardanzas,	desatencio‐
nes	u	otras	anomalías	que	se	observen	en	el	funcionamiento	de	la	Admón.	del	Principado,	respetando
el	área	funcional	especial	que	corresponda	a	la	Oficina	Regional	de	Información	al	Consumidor.

La	Oficina	se	estructura	en	los	negociados	de	Información,	Iniciativas	y	Reclamaciones	que	se	encargarán
de	la	gestión	administrativa	de	los	asuntos	relacionados	con	su	respectiva	denominación.

Funciones.‐	Serán,	en	particular,	funciones	de	la	Oficina	de	Información,	Iniciativas	y	Reclamaciones	de	la
Administración	de	la	Comunidad	Autónoma,	las	siguientes:

a)	Facilitar	información	de	tipo	general	al	público	sobre	los	fines,	competencias	y	funcionamiento	de	los
distintos	órganos	y	servicios	de	la	Administración	de	la	Comunidad	Autónoma,	localización	de	dependen‐
cias,	horarios	de	oficina,	horas	de	visita,	trámites	de	los	diferentes	expedientes,	documentación	que
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TEMA	13.‐	LA	PROTECCIÓN	DE	DATOS	DE	CARÁCTER	PERSONAL:	PREVISIÓN
CONSTITUCIONAL.	LA	LEY	ORGÁNICA	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS	DE	CARÁCTER
PERSONAL:	DISPOSICIONES	GENERALES	(TÍTULO	I);	PRINCIPIOS	DE	LA	PROTEC‐

CIÓN	DE	DATOS	(TÍTULO	II);	DERECHOS	DE	LAS	PERSONAS	(TÍTULO	III);
FICHEROS	DE	TITULARIDAD	PÚBLICA	(CAPÍTULO	I	DEL	TÍTULO	IV).

1.‐	LA	PROTECCIÓN	DE	DATOS	DE	CARÁCTER	PERSONAL:	PREVISIÓN	CONSTITUCIONAL

La	Constitución,	en	su	artículo	18.4,	emplaza	al	legislador	a	limitar	el	uso	de	la	informática	para	garantizar
el	honor,	la	intimidad	personal	y	familiar	de	los	ciudadanos	y	el	legítimo	ejercicio	de	sus	derechos.	La	aún
reciente	aprobación	de	nuestra	Constitución	y,	por	tanto,	su	moderno	carácter,	le	permitió	expresamente
la	articulación	de	garantías	contra	la	posible	utilización	torticera	de	ese	fenómeno	de	la	contemporaneidad
que	es	la	informática.

El	progresivo	desarrollo	de	las	técnicas	de	recolección	y	almacenamiento	de	datos	y	de	acceso	a	los	mismos
ha	expuesto	a	la	privacidad,	en	efecto,	a	una	amenaza	potencial	antes	desconocida.	Nótese	que	se	habla	de
la	privacidad	y	no	de	la	intimidad:	Aquélla	es	más	amplia	que	ésta,	pues	en	tanto	la	intimidad	protege	la
esfera	en	que	se	desarrollan	las	facetas	más	singularmente	reservadas	de	la	vida	de	la	persona	‐el	domicilio
donde	realiza	su	vida	cotidiana,	las	comunicaciones	en	las	que	expresa	sus	sentimientos,	por	ejemplo‐,	la
privacidad	constituye	un	conjunto,	más	amplio,	más	global,	de	facetas	de	su	personalidad	que,	aisladamente
consideradas,	pueden	carecer	de	significación	 intrínseca	pero	que,	 coherentemente	enlazadas	entre	 sí,
arrojan	como	precipitado	un	retrato	de	la	personalidad	del	individuo	que	éste	tiene	derecho	a	mantener
reservado.

Y	si	la	intimidad,	en	sentido	estricto,	está	suficientemente	protegida	por	las	previsiones	de	los	tres	primeros
párrafos	del	artículo	18	de	la	Constitución	y	por	las	leyes	que	los	desarrollan,	la	privacidad	puede	resultar
menoscabada	por	la	utilización	de	las	tecnologías	informáticas	de	tan	reciente	desarrollo.	

Se	hizo	preciso,	pues,	delimitar	una	nueva	frontera	de	la	intimidad	y	del	honor	una	frontera	que	sustituyendo
los	límites	antes	definidos	por	el	tiempo	y	el	espacio,	los	proteja	frente	a	la	utilización	mecanizada,	ordenada
y	discriminada	de	los	datos	a	ellos	referentes;	una	frontera,	en	suma,	que	garantice	que	un	elemento	objetiva‐
mente	provechoso	para	la	Humanidad	no	redunde	en	perjuicio	para	las	personas.	La	fijación	de	esa	nueva
frontera	es	el	objetivo	de	la	previsión	contenida	en	el	artículo	18.4	de	la	Constitución,	y	al	cumplimiento	de
ese	objetivo	se	dictó	la	Ley	Orgánica	5/1992,	de	29	de	octubre,	de	regulación	del	tratamiento	automatizado
de	los	datos	de	carácter	personal	(LORTAD).

Con	el	paso	del	tiempo	y	los	avances	de	las	nuevas	tecnologías	la	LORTAD	necesitó	una	puesta	al	día,	motivo
por	el	cual	se	aprobó	la	Ley	Orgánica	15/1999,	de	13	de	diciembre,	de	Protección	de	Datos	de	Carácter
Personal	(LOPD),	que	derogó	a	la	anterior.

La	diferencia	fundamental	entre	ambas	es	que	el	ámbito	de	la	LORTAD	únicamente	abarcaba	los	ficheros	que
contuviesen	datos	de	carácter	personal	que	se	almacenasen	en	soporte	electrónico.	La	LOPD	amplía	este
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TEMA	14.	LA	LEY	19/2013,	DE	TRANSPARENCIA,	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN
PÚBLICA	Y	BUEN	GOBIERNO:	TRANSPARENCIA	DE	LA	ACTIVIDAD

PÚBLICA	(TÍTULO	I);	BUEN	GOBIERNO	TÍTULO	II).

1.‐	LA	LEY	19/2013,	DE	TRANSPARENCIA,	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN	PÚBLICA	Y	BUEN	GOBIERNO.

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

La	 transparencia,	el	 acceso	a	 la	 información	pública	y	 las	normas	de	buen	gobierno	deben	ser	 los	ejes
fundamentales	de	 toda	acción	política.	Sólo	cuando	 la	acción	de	 los	responsables	públicos	se	somete	a
escrutinio,	cuando	los	ciudadanos	pueden	conocer	cómo	se	toman	las	decisiones	que	les	afectan,	cómo	se
manejan	los	fondos	públicos	o	bajo	qué	criterios	actúan	nuestras	instituciones	podremos	hablar	del	inicio
de	un	proceso	en	el	que	los	poderes	públicos	comienzan	a	responder	a	una	sociedad	que	es	crítica,	exigente
y	que	demanda	participación	de	los	poderes	públicos.

Los	países	con	mayores	niveles	en	materia	de	transparencia	y	normas	de	buen	gobierno	cuentan	con	institu‐
ciones	más	 fuertes,	que	 favorecen	el	 crecimiento	económico	y	el	desarrollo	 social.	En	estos	países,	 los
ciudadanos	pueden	juzgar	mejor	y	con	más	criterio	la	capacidad	de	sus	responsables	públicos	y	decidir	en
consecuencia.	Permitiendo	una	mejor	 fiscalización	de	 la	 actividad	pública	 se	 contribuye	a	 la	necesaria
regeneración	democrática,	 se	promueve	 la	eficiencia	y	eficacia	del	Estado	y	 se	 favorece	el	 crecimiento
económico.

La	Ley	19/2013,	de	9	de	diciembre,	de	transparencia,	acceso	a	la	información	pública	y	buen	gobierno,	tiene
un	triple	alcance:	incrementa	y	refuerza	la	transparencia	en	la	actividad	pública	–que	se	articula	a	través	de
obligaciones	de	publicidad	activa	para	todas	las	Administraciones	y	entidades	públicas–,	reconoce	y	garanti‐
za	el	acceso	a	la	información	–regulado	como	un	derecho	de	amplio	ámbito	subjetivo	y	objetivo–	y	establece
las	obligaciones	de	buen	gobierno	que	deben	cumplir	los	responsables	públicos	así	como	las	consecuencias
jurídicas	derivadas	de	su	incumplimiento	–lo	que	se	convierte	en	una	exigencia	de	responsabilidad	para
todos	los	que	desarrollan	actividades	de	relevancia	pública–.

En	estas	tres	vertientes,	la	Ley	supone	un	importante	avance	en	la	materia	y	establece	unos	estándares
homologables	al	del	resto	de	democracias	consolidadas.	En	definitiva,	constituye	un	paso	fundamental	y
necesario	que	se	verá	acompañado	en	el	futuro	con	el	impulso	y	adhesión	por	parte	del	Estado	tanto	a
iniciativas	multilaterales	en	este	ámbito	como	con	la	firma	de	los	instrumentos	internacionales	ya	existentes
en	esta	materia.

Por	otra	parte,	la	propia	Ley	declara	que	tiene	por	objeto	ampliar	y	reforzar	la	transparencia	de	la	actividad
pública,	regular	y	garantizar	el	derecho	de	acceso	a	la	información	relativa	a	aquella	actividad	y	establecer
las	obligaciones	de	buen	gobierno	que	deben	cumplir	los	responsables	públicos	así	como	las	consecuencias
derivadas	de	su	incumplimiento.
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TEMA	15.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES
Y	HOMBRES:	OBJETO	Y	ÁMBITO	DE	APLICACIÓN	DE	LA	LEY	(TÍTULO	PRELIMI‐
NAR);	EL	PRINCIPIO	DE	IGUALDAD	Y	LA	TUTELA	CONTRA	LA	DISCRIMINACIÓN
(TÍTULO	I).	LA	LEY	ORGÁNICA	1/2004,	DE	MEDIDAS	DE	PROTECCIÓN	INTEGRAL
CONTRA	LA	VIOLENCIA	DE	GÉNERO:	PRINCIPIOS	RECTORES.	LA	LEY	DEL	PRINCI‐
PADO	DE	ASTURIAS	2/2011,	PARA	LA	IGUALDAD	DE	MUJERES	Y	HOMBRES	Y	LA
ERRADICACIÓN	DE	LA	VIOLENCIA	DE	GÉNERO:	DISPOSICIONES	GENERALES	(TÍTU‐
LO	PRELIMINAR);	POLÍTICAS	PÚBLICAS	PARA	LA	PROMOCIÓN	DE	LA	IGUALDAD
ENTRE	MUJERES	Y	HOMBRES	(TÍTULO	I);	IGUALDAD	DE	OPORTUNIDADES	EN	EL
EMPLEO	(TÍTULO	II);	EL	DERECHO	AL	TRABAJO	EN	IGUALDAD	(TÍTULO	III).

1.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES	Y	HOMBRES

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

El	artículo	14	de	la	Constitución	española	proclama	el	derecho	a	la	igualdad	y	a	la	no	discriminación	por
razón	de	sexo.	Por	su	parte,	el	artículo	9.2	consagra	la	obligación	de	los	poderes	públicos	de	promover	las
condiciones	para	que	la	igualdad	del	individuo	y	de	los	grupos	en	que	se	integra	sean	reales	y	efectivas.

La	 igualdad	entre	mujeres	y	hombres	es	un	principio	 jurídico	universal	 reconocido	en	diversos	 textos
internacionales	sobre	derechos	humanos,	entre	los	que	destaca	la	Convención	sobre	la	eliminación	de	todas
las	formas	de	discriminación	contra	la	mujer,	aprobada	por	la	Asamblea	General	de	Naciones	Unidas	en
diciembre	de	1979	y	ratificada	por	España	en	1983.	En	este	mismo	ámbito	procede	evocar	los	avances
introducidos	por	conferencias	mundiales	monográficas,	como	la	de	Nairobi	de	1985	y	Beijing	de	1995.

La	igualdad	es,	asimismo,	un	principio	fundamental	en	la	Unión	Europea.	Desde	la	entrada	en	vigor	del
Tratado	de	Ámsterdam,	el	1	de	mayo	de	1999,	la	igualdad	entre	mujeres	y	hombres	y	la	eliminación	de	las
desigualdades	entre	unas	y	otros	son	un	objetivo	que	debe	integrarse	en	todas	las	políticas	y	acciones	de	la
Unión	y	de	sus	miembros.

Con	amparo	en	el	antiguo	artículo	111	del	Tratado	de	Roma,	se	ha	desarrollado	un	acervo	comunitario	sobre
igualdad	de	sexos	de	gran	amplitud	e	importante	calado,	a	cuya	adecuada	transposición	se	dirige,	en	buena
medida,	la	presente	Ley.	En	particular,	esta	Ley	incorpora	al	ordenamiento	español	dos	directivas	en	materia
de	igualdad	de	trato,	la	2002/73/CE,	de	reforma	de	la	Directiva	76/207/CEE,	relativa	a	la	aplicación	del
principio	de	igualdad	de	trato	entre	hombres	y	mujeres	en	lo	que	se	refiere	al	acceso	al	empleo,	a	la	forma‐
ción	y	a	 la	promoción	profesionales,	y	a	 las	condiciones	de	 trabajo;	y	 la	Directiva	2004/113/CE,	sobre
aplicación	del	principio	de	igualdad	de	trato	entre	hombres	y	mujeres	en	el	acceso	a	bienes	y	servicios	y	su
suministro.

El	pleno	reconocimiento	de	la	igualdad	formal	ante	la	ley,	aun	habiendo	comportado,	sin	duda,	un	paso
decisivo,	ha	resultado	ser	insuficiente.	La	violencia	de	género,	la	discriminación	salarial,	la	discriminación
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TEMA	16.‐	EL	TEXTO	REFUNDIDO	DE	LA	LEY	GENERAL	DE	DERECHOS	DE
LAS	PERSONAS	CON	DISCAPACIDAD	Y	DE	SU	INCLUSIÓN	SOCIAL:	OBJETO,
DEFINICIONES	Y	PRINCIPIOS.	LA	LEY	39/2006,	DE	PROMOCIÓN	DE	LA

AUTONOMÍA	PERSONAL	Y	ATENCIÓN	A	LAS	PERSONAS	EN	SITUACIÓN	DE
DEPENDENCIA:	DISPOSICIONES	GENERALES	(TÍTULO	PRELIMINAR).

1.‐	LA	LEY	GENERAL	DE	DERECHOS	DE	LAS	PERSONAS	CON	DISCAPACIDAD	Y	DE	SU	INCLUSIÓN	SOCIAL

1.1.‐	ESTRUCTURA

Mediante	Real	Decreto	Legislativo	1/2013,	de	29	de	noviembre,	se	aprobó	el	Texto	Refundido	de	la	Ley
General	de	derechos	de	las	personas	con	discapacidad	y	de	su	inclusión	social.	Consta	de	105	artículos,	con
la	siguiente	estructura:

Preámbulo

•	TÍTULO	PRELIMINAR.	Disposiciones	generales

CAPÍTULO	I.	Objeto,	definiciones	y	principios
CAPÍTULO	II.	Ámbito	de	aplicación
CAPÍTULO	III.	Autonomía	de	las	personas	con	discapacidad

•	TÍTULO	I.	Derechos	y	obligaciones

CAPÍTULO	I.	Sistema	de	prestaciones	sociales	y	económicas
CAPÍTULO	II.	Derecho	a	la	protección	de	la	salud
CAPÍTULO	III.	De	la	atención	integral
CAPÍTULO	IV.	Derecho	a	la	educación
CAPÍTULO	V.	Derecho	a	la	vida	independiente

Sección	1.ª	Disposiciones	generales
Sección	2.ª	Medidas	de	acción	positiva

CAPÍTULO	VI.	Derecho	al	trabajo

Sección	1.ª	Disposiciones	generales
Sección	2.ª	Empleo	ordinario
Sección	3.ª	Empleo	protegido
Sección	4.ª	Empleo	autónomo

CAPÍTULO	VII.	Derecho	a	la	protección	social
CAPÍTULO	VIII.	Derecho	de	participación	en	los	asuntos	públicos
CAPÍTULO	IX.	Obligaciones	de	los	poderes	públicos




